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CONTESTACION DEMANDA ANTENAS Y COMUNICACIONES RAD. Nª 2021-00205-00

rafael eduardo <rehb6420@yahoo.com>
Lun 16/05/2022 9:21 AM

Para: Juzgado 06 Administrativo - Tolima - Ibague <adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co>;LFG Asesores
Jurídicos <lfgasesoresibague@gmail.com>;antenasycomuncaciones@yahoo.es
<antenasycomuncaciones@yahoo.es>

 

Doctora

JUANITA DEL PILAR MATIZ CIFUENTES

Juez Sexto Administrativo del Circuito de Ibagué

Ciudad

 

Ref.: Medio de Control: Acción de Reparación Directa.
Demandante: ANTENAS Y COMUNICACIONES S.A.S. representado legalmente por ALEXANDER ZAPATA
HERRERA.
Demandado: DEPARTAMENTO DEL TOLIMA – SECRETARIA DE AMBIENTE Y GESTION DEL RIESGO.

 

Radicación N° 73001-3333-006-2021-00205-00

 

Su Oficio N° J6AI0205 del 25 de marzo de 2022

 
Correo electrónico: adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co

RAFAEL EDUARDO HERNANDEZ BARRERO, mayor de edad, identificado con Cédula de Ciudadanía N°
93’356.654 de Ibagué, vecino de esta ciudad, abogado en ejercicio, con T.P. N° 64.928 del C.S. de la J., actuando en
calidad de apoderado judicial del Departamento del Tolima, según poder anexo conferido por la Directora del
Departamento Administrativo de Asuntos Jurídicos de la Gobernación del Tolima, con el respeto acostumbrado, y
dentro del término legal vigente, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA de la referencia y PROPONER
EXCEPCIONES, en cuanto a lo que respecta al ente territorial que represento, en los siguientes términos, para lo
cual aporto la documentación en formato PDF

- Poder
- Anexos al poder
- Escrito de Contestación de Demanda
- Expediente Administrativo
- Cedula de Ciudadanía del Suscrito
- Tarjeta Profesional del Suscrito

Cordialmente,

RAFAEL EDUARDO HERNANDEZ BARRERO
C.C. Nª 93'356.654 de Ibagué
T.P. Nª 64.928 del Consejo Superior de la Judicatura
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Doctora 
JUANITA DEL PILAR MATIZ CIFUENTES 
Juez Sexto Administrativo del Circuito de Ibagué 
Ciudad 
 
Ref.: Medio de Control: Acción de Reparación Directa. 

Demandante: ANTENAS Y COMUNICACIONES S.A.S. representado legalmente por 
ALEXANDER ZAPATA HERRERA. 
Demandado: DEPARTAMENTO DEL TOLIMA – SECRETARIA DE AMBIENTE Y 
GESTION DEL RIESGO. 

 
Radicación N° 73001-3333-006-2021-00205-00 
 
Su Oficio N° J6AI0205 del 25 de marzo de 2022 
 
Correo electrónico: adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
RAFAEL EDUARDO HERNANDEZ BARRERO, mayor de edad, identificado con Cédula 
de Ciudadanía N° 93’356.654 de Ibagué, vecino de esta ciudad, abogado en ejercicio, con 
T.P. N° 64.928 del C.S. de la J., actuando en calidad de apoderado judicial del 
Departamento del Tolima, según poder anexo conferido por la Directora del Departamento 
Administrativo de Asuntos Jurídicos de la Gobernación del Tolima, con el respeto 
acostumbrado, y dentro del término legal vigente, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA 
de la referencia y PROPONER EXCEPCIONES, en cuanto a lo que respecta al ente 
territorial que represento, en los siguientes términos: 

 
PARTE QUE REPRESENTO 

 
En atención a lo previsto en el artículo 175 del CPACA Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, manifiesto que el Departamento del 
Tolima, es una entidad territorial, representada legalmente por el doctor JOSE RICARDO 
OROZCO VALERO, en su calidad de Gobernador y cuyo domicilio es la ciudad de Ibagué, 
Edificio de la Gobernación del Tolima. 
 

PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 
 
Me opongo desde ya a todas y cada una de las pretensiones planteadas por la parte actora, 
por considerar que carecen de fundamentos de hecho y de derecho que las hagan 
prosperar, tal como se expondrá en el acápite correspondiente; pues no existe prueba que 
soporte la suma de dinero reclamada por el actor, ni dictamen pericial sobre los perjuicios 
sufridos, como consecuencia de ello, solicito se denieguen todas las suplicas de la demanda 
y se condene en costas a la parte demandante. 
 

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
Al Primero: Es cierto, en cuanto a que en los señalados cerros, el primero ubicado en la 
vereda La Cascada del municipio de Ibagué y el segundo en el municipio de Cunday se 
encontraban instaladas unas antenas repetidoras, respecto de cánones de arrendamiento 
adeudados debe probarse por parte del accionante. 
 
Al Segundo: No es cierto, de la literalidad del oficio N° 934 del 13 de septiembre de 2012, 
suscrito por el Secretario de Ambiente y Gestión del Riesgo de la época, se desprende la 
solicitud de un acercamiento para la continuidad del funcionamiento del sistema de 
comunicaciones de la Red Alfa del CDGRD. 
 
Al Tercero: Es cierto únicamente en cuanto a lo que señala el oficio N° 153 del 17 de 
febrero de 2015 suscrito por el Secretario de Ambiente y Gestión del Riesgo de la época, 
de allegar la documentación para iniciar proceso de adquisición de un predio para el 
montaje del sistema de comunicaciones, documentación que nunca fue aportada por el 
accionante. Respecto de las demás afirmaciones no me constan deben probarse por parte 
del accionante. 
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Al Cuarto: Es cierto respecto de la existencia del oficio N° 01368 del 7 de diciembre de 
2017, en el cual el Secretario de Ambiente y Gestión del Riesgo, convoco al accionante. 
Las demás afirmaciones no me constan deben probarse por el accionante. 
 
Al Quinto: Es cierto en cuanto al contenido del oficio N° 0459 del 23 de septiembre de 2020 
suscrito por el Secretario de Ambiente y Gestión del Riesgo. Las demás afirmaciones no 
me constan deben probarse por el accionante. Además la parte demandante no aporta 
prueba de ello. 
 
Al Sexto: No me consta, este hecho, no se sabe ni se aporta prueba alguna de donde salen 
o de donde se toman estos valores o sumas de dinero, debe probarlo el accionante, habida 
cuenta que es de su interés. 
 
Al Séptimo: Es cierto, conforme al contenido del oficio N° 063 del 9 de marzo de 2021, 
suscrito por el Secretario de Ambiente y Gestión del Riesgo. 
 
Al Octavo: Es cierto. 
 
Al Noveno: Es cierto. 
 
Al Decimo: No me consta, este hecho debe probarlo el accionante, habida cuenta que es 
de su interés. 
 

FRENTE A LOS FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Debe señalarse lo particular de la presente demanda toda vez que ni sus hechos, ni sus 
pretensiones, ni mucho menos las pruebas; tienen relación alguna con una pretendida 
reparación de perjuicios por una acción u omisión, bajo cualquiera de los títulos de 
imputación consagrados en el ordenamiento sustancial de lo contencioso administrativo. 
 
Aplicabilidad del artículo 90 constitucional: 
 
Es improcedente para el caso en concreto. 
 
Los presupuestos para la aplicación de la cláusula general de responsabilidad del Estado 
debe respetar unos elementos básicos para su configuración, siendo estos: i) acción u 
omisión; ii) nexo de causalidad; iii) daño antijurídico. 
 
La parte actora, a la hora de hacer la adecuación del fundamento de derecho a la situación 
fáctica, incurre en error por cuanto el actuar del aquí demandado siempre estuvo amparado 
a la luz del derecho, pues tales situaciones y/o actuaciones siempre estuvieron reguladas 
por procesos de selección de contratistas, y contratos estatales con fundamento en la Ley 
80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y sus decretos reglamentarios, en los cuales siempre el aquí 
y hoy demandante fungió como contratista, pues existen una serie de contratos incluso 
desde el año 2012 en los cuales este ha venido prestando sus servicios al departamento 
del Tolima, servicios dentro de los cuales se incluye el mantenimiento de las antenas 
repetidoras e incluso la compra de radios, equipos y elementos, para el correcto 
funcionamiento de las mismas. 
 
Cabe precisar que, todos los contratos estatales suscritos y citados por la parte actora, a la 
fecha ya se encuentran terminados y liquidados, y sobre los cuales no procede acción 
administrativa o judicial alguna, por efectos de la caducidad. 
 
Con relación a la teoría de la Actio de in rem verso o enriquecimiento sin causa que señala 
el actor, me permito citar y trascribir apartes de las consideraciones de una de las 
jurisprudencias proferidas más recientemente por el Consejo de Estado, que trato dicho 
tema a profundidad y que dio claridad sobre su procedencia o no, la cual introdujo unos 
casos excepcionales muy puntuales a tener en cuenta. 
 

“Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA Bogotá D.C, diecinueve (19) de 
noviembre de dos mil doce (2012). Radicación número: 73001-23-31-000-2000-03075-01(24897) 



Actor: MANUEL RICARDO PEREZ POSADA Demandado: MUNICIPIO DE MELGAR Referencia: ACCION 
DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES (SENTENCIA) 
 
12.1 Para este efecto la Sala empieza por precisar que, por regla general, el enriquecimiento sin 
causa, y en consecuencia la actio de in rem verso, que en nuestro derecho es un principio general, 
tal como lo dedujo la Corte Suprema de Justicia76 a partir del artículo 8º de la ley 153 de 1887, y 
ahora consagrado de manera expresa en el artículo 83177 del Código de Comercio, no pueden ser 
invocados para reclamar el pago de obras, entrega de bienes o servicios ejecutados sin la previa 
celebración de un contrato estatal que los justifique por la elemental pero suficiente razón 
consistente en que la actio de in rem verso requiere para su procedencia, entre otros requisitos, que 
con ella no se pretenda desconocer o contrariar una norma imperativa o cogente. 
 
Pues bien, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 39 y 41 de la Ley 80 de 1993 los contratos 
estatales son solemnes puesto que su perfeccionamiento exige la solemnidad del escrito, excepción 
hecha de ciertos eventos de urgencia manifiesta en que el contrato se torna consensual ante la 
imposibilidad de cumplir con la exigencia de la solemnidad del escrito (Ley 80 de 1993 artículo 41 
inciso 4º). En los demás casos de urgencia manifiesta, que no queden comprendidos en ésta 
hipótesis, la solemnidad del escrito se sujeta a la regla general expuesta.  
 
No se olvide que las normas que exigen solemnidades constitutivas son de orden público e 
imperativas y por lo tanto inmodificables e inderogables por el querer de sus destinatarios. 
 
En consecuencia, sus destinatarios, es decir todos los que pretendan intervenir en la celebración de 
un contrato estatal, tienen el deber de acatar la exigencia legal del escrito para perfeccionar un 
negocio jurídico de esa estirpe sin que sea admisible la ignorancia del precepto como excusa para su 
inobservancia. Y si se invoca la buena fe para justificar la procedencia de la actio de in rem verso en 
los casos en que se han ejecutado obras o prestado servicios al margen de una relación contractual, 
como lo hace la tesis intermedia, tal justificación se derrumba con sólo percatarse de que la buena 
fe que debe guiar y que debe campear en todo el iter contractual, es decir antes, durante y después 
del contrato, es la buena fe objetiva y no la subjetiva. 
 
En efecto, la buena fe subjetiva es un estado de convencimiento o creencia de estar actuando 
conforme a derecho, que es propia de las situaciones posesorias, y que resulta impropia en materia 
de las distintas fases negociales pues en estas lo relevante no es la creencia o el convencimiento del 
sujeto sino su efectivo y real comportamiento ajustado al ordenamiento y a los postulados de la 
lealtad y la corrección, en lo que se conoce como buena fe objetiva. Y es que esta buena fe objetiva 
que debe imperar en el contrato tiene sus fundamentos en un régimen jurídico que no es 
estrictamente positivo, sino que se funda también en los principios y valores que se derivan del 
ordenamiento jurídico superior ya que persiguen preservar el interés general, los recursos públicos, 
el sistema democrático y participativo, la libertad de empresa y la iniciativa privada mediante la 
observancia de los principios de planeación, transparencia y selección objetiva, entre otros, de tal 
manera que todo se traduzca en seguridad jurídica para los asociados.  
 
Así que entonces, la buena fe objetiva “que consiste fundamentalmente en respetar en su esencia lo 
pactado, en cumplir las obligaciones derivadas del acuerdo, en perseverar en la ejecución de lo 
convenido, en observar cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, en fin, en desplegar un 
comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato sin olvidar que el interés del 
otro contratante también debe cumplirse y cuya satisfacción depende en buena medida de la lealtad 
y corrección de la conducta propia”, es la fundamental y relevante en materia negocial y “por lo 
tanto, en sede contractual no interesa la convicción o creencia de las partes de estar actuando 
conforme a derecho, esto es la buena fe subjetiva, sino, se repite, el comportamiento que propende 
por la pronta y plena ejecución del acuerdo contractual”, cuestión esta que desde luego también 
depende del cumplimiento de las solemnidades que la ley exige para la formación del negocio. Y esto 
que se viene sosteniendo encuentra un mayor reforzamiento si se tiene en cuenta además que esa 
buena fe objetiva, que es inherente a todas las fases negóciales, supone la integración en cada una 
de ellas de las normas imperativas correspondientes, tal como claramente se desprende de lo 
preceptuado en el artículo 871 del Código de Comercio, con redacción similar al artículo 1603 del 
Código Civil, que prevé que los contratos deben “celebrarse y ejecutarse de buena fe, y en 



consecuencia, obligarán no sólo a lo pactado expresamente en ellos, sino a todo lo que corresponda 
a la naturaleza de los mismos, según la ley, la costumbre o la equidad natural.”  
 
Por consiguiente la creencia o convicción de estar actuando conforme lo dispone el ordenamiento 
jurídico en manera alguna enerva los mandatos imperativos de la ley para edificar una justificación 
para su elusión y mucho menos cuando la misma ley dispone que un error en materia de derecho 
”constituye una presunción de mala fe que, no admite prueba en contrario.” 
 
Pero por supuesto en manera alguna se está afirmando que el enriquecimiento sin causa no proceda 
en otros eventos diferentes al aquí contemplado, lo que ahora se está sosteniendo es que la actio de 
in rem verso no puede ser utilizada para reclamar el pago de obras o servicios que se hayan ejecutado 
en favor de la administración sin contrato alguno o al margen de este, eludiendo así el mandato 
imperativo de la ley que prevé que el contrato estatal es solemne porque debe celebrarse por escrito, 
y por supuesto agotando previamente los procedimientos señalados por el legislador.  
 
12.2. Con otras palabras, la Sala admite hipótesis en las que resultaría procedente la actio de in rem 
verso sin que medie contrato alguno pero, se insiste, estas posibilidades son de carácter excepcional 
y por consiguiente de interpretación y aplicación restrictiva, y de ninguna manera con la pretensión 
de encuadrar dentro de estos casos excepcionales, o al amparo de ellos, eventos que necesariamente 
quedan comprendidos dentro de la regla general que antes se mencionó. Esos casos en donde, de 
manera excepcional y por razones de interés público o general, resultaría procedente la actio de in 
rem verso a juicio de la Sala, serían entre otros los siguientes: 
 
a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue exclusivamente la 
entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su 
supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la 
ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco 
de un contrato estatal o con prescindencia del mismo. 
 
b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras 
con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al 
derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y a la 
integridad personal, urgencia y necesidad que deben aparecer de manera objetiva y manifiesta como 
consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso de selección de 
contratistas, así como de la celebración de los correspondientes contratos, circunstancias que deben 
estar plenamente acreditadas en el proceso contencioso administrativo, sin que el juzgador pierda 
de vista el derrotero general que se ha señalado en el numeral 12.1 de la presente providencia, es 
decir, verificando en todo caso que la decisión de la administración frente a estas circunstancias haya 
sido realmente urgente, útil, necesaria y la más razonablemente ajustada a las circunstancias que la 
llevaron a tomar tal determinación.  
 
c) En los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración 
omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro 
de bienes, sin contrato escrito alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del legislador 
no esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 de 1993.  
 
12.3. El reconocimiento judicial del enriquecimiento sin causa y de la actio de in rem verso, en estos 
casos excepcionales deberá ir acompañada de la regla según la cual, el enriquecimiento sin causa es 
esencialmente compensatorio y por consiguiente el demandante, de prosperarle sus pretensiones, 
sólo tendrá derecho al monto del enriquecimiento. Ahora, de advertirse la comisión de algún ilícito, 
falta disciplinaria o fiscal, el juzgador, en la misma providencia que resuelva el asunto, deberá 
cumplir con la obligación de compulsar copias para las respectivas investigaciones penales, 
disciplinarias y/o fiscales.  
 
13. Ahora, en los casos en que resultaría admisible se cuestiona en sede de lo contencioso 
administrativo si la acción pertinente sería la de reparación directa. 
 
Se recuerda que, de un lado, se prohija las tesis que niega la pertinencia de la vía de la reparación 
directa con fundamento en que se trata de una acción autónoma que es de carácter compensatoria 



y no indemnizatoria, aspecto este último que constituye la esencia la acción de reparación directa, 
y, de otro lado, se aduce que el camino procesal en lo contencioso administrativo es precisamente la 
de la reparación directa porque mediante esta se puede pedir la reparación de un daño cuando la 
causa sea, entre otras, un hecho de la administración.  
 
Pues bien, si se tiene en cuenta que el enriquecimiento sin causa constituye básicamente una 
pretensión y que la autonomía de la actio de in rem verso se relaciona con la causa del 
enriquecimiento y no con la vía procesal adecuada para enrutarla, fácilmente se concluye que en 
materia de lo contencioso administrativo a la pretensión de enriquecimiento sin causa le 
corresponde la vía de la acción de reparación directa. En efecto, recuérdese que en el derecho 
romano el enriquecimiento estaba vinculado a determinadas materias (donaciones entre cónyuges, 
petición de herencia frente al poseedor de buena fe, negocios celebrados por el pupilo sin la 
autorización del tutor, el provecho que una persona recibía por los delitos o por los actos de otro, 
etc.) y por consiguiente la restitución se perseguía mediante la condictio perteneciente a la 
respectiva materia, materia esta que entonces se constituía en la causa del enriquecimiento. 
 
Ulteriormente, a partir de la construcción de la escolástica cristiana y de la escuela del derecho 
natural racionalista, se entendió que la prohibición de enriquecerse a expensas de otro era una regla 
general que derivaba del principio de la equidad y que por lo tanto resultaba aplicable también para 
todas aquellas otras hipótesis en que alguien se hubiera enriquecido en detrimento de otro, aunque 
tales casos no estuvieran previstos en la ley. 
 
Este proceso culminó cuando Aubry y Rau entendieron y expresaron que la actio de in rem verso 
debía admitirse de manera general para todos aquellos casos en que el patrimonio de una persona, 
sin causa legítima, se enriquecía en detrimento del de otra y siempre y cuando el empobrecido no 
contara con ninguna otra acción derivada de un contrato, un cuasicontrato, un delito o un cuasidelito 
para poder obtener la restitución. Así que entonces la autonomía de la actio de in rem verso se centra 
en que el enriquecimiento se produce sin una causa que lo justifique y que como quiera que no hay 
causa justificante se carece de la correspondiente acción que daría la justa causa si esta existiere.  
 
Esta la razón por la que se exige que no haya contrato, cuasicontrato, delito o cuasidelito al amparo 
del cual pueda pretenderse la restitución. Emerge por consiguiente que la actio de in rem verso, más 
que una propia y verdadera acción, es una pretensión restitutoria de un enriquecimiento incausado, 
enriquecimiento éste que a no dudarlo constituye un daño para el empobrecido y que por lo tanto 
es equitativo que aunque no exista causa al amparo de la cual pueda exigirse la restitución esta se 
conceda en aplicación de la regla que prohíbe enriquecerse a expensas de otro. Luego es en ese 
ámbito y de esta manera como debe entenderse la autonomía de la actio de in rem verso, lo que en 
otras palabras significa que su autonomía es más de carácter sustancial que procedimental. 
 
Así el asunto resulta claro que mediante la llamada acción de reparación directa que consagra el 
artículo 86 del Código Contencioso Administrativo puede pretenderse el reconocimiento del 
enriquecimiento sin causa y la consiguiente restitución en todos aquellos casos en que resultaría 
procedente, puesto que esta acción está prevista precisamente para poder demandar directamente 
la reparación del daño cuando provenga, entre otros eventos, de un hecho de la administración. Y el 
argumento para negar la viabilidad de la reparación directa para las pretensiones de 
enriquecimiento sin causa, sosteniendo que aquella es indemnizatoria y esta compensatoria, 
también se derrumba con sólo considerar que quien se ve empobrecido sin una causa que lo justifique 
está padeciendo un daño y por ende puede pedir su reparación, pero como de la esencia de una 
pretensión edificada sobre un enriquecimiento incausado es que la restitución sólo va hasta el monto 
del enriquecimiento, es esto lo que en ese caso puede pedir y nada más.  
 
Puestas así las cosas aparece obvio que la vía procesal en lo contencioso administrativo para recabar 
un enriquecimiento incausado es la de la reparación directa porque mediante ésta se puede 
demandar la reparación del daño y esto es precisamente lo que padece quien se ve empobrecido si 
quien correlativamente se enriquece sin una causa que lo justifique. Pero, se reitera, lo único que 
podrá pedir mediante esa acción es el monto del enriquecimiento y nada más y esta circunstancia 
en manera alguna desfigura o enerva la acción de reparación directa puesto que lo sustantivo 
prevalece sobre lo adjetivo o procedimental.  
 



14. Corolario de lo anterior es que todo lo atinente a la competencia y a los términos de caducidad 
en los casos de enriquecimiento sin causa se rigen por los de la reparación directa porque esa 
pretensión se hace valer mediante esta acción. Así las cosas, cuando se formulen demandas ante la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, en ejercicio de la actio de in rem verso, el proceso tendrá 
doble instancia de acuerdo con lo establecido en los artículos 132 y 134B del C.C.A., el procedimiento 
aplicable será el ordinario de conformidad con el 206 ibídem y la competencia en razón del territorio 
se regirá por la regla de la letra f del artículo 134D de ese ordenamiento. Por consiguiente, de la 
actio de in rem verso, cuya cuantía no exceda de 500 salarios mínimos legales mensuales, conocerán 
en primera instancia los jueces administrativos y en la segunda instancia los Tribunales 
Administrativos. Ahora, de aquella cuya cuantía exceda los 500 SLMLM conocerán en primera 
instancia los Tribunales Administrativos y en segunda instancia la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, con la salvedad que las decisiones serán adoptadas por las respectivas subsecciones.  
 
El caso concreto 

 
15. En este asunto el demandante ha apoyado sus pretensiones en el hecho de haber celebrado con 
la administración varios contratos verbales y con fundamento en estos construye sus reclamaciones 
económicas. Este petitum así aducido y con tales fundamentos ya lo hacen impróspero puesto que 
en términos sencillos el demandante reclama derechos económicos derivados de contratos que 
nunca existieron por haberse omitido la solemnidad que la ley imperativamente exige para su 
formación o perfeccionamiento, lo que en otros términos significa que si no existieron los contratos 
tampoco se produjeron los efectos que les serían propios y por ende nada puede reclamarse con base 
en lo inexistente.  
 
Pero además el enriquecimiento sin causa no puede ser admitido en este caso porque se trata de un 
evento en que con él se está pretendiendo desconocer el cumplimiento de una norma imperativa 
como lo es aquella que exige que los contratos estatales se celebren por escrito, agotando desde 
luego los procedimientos de selección previstos en la ley.  
 
En efecto, el sustento de las pretensiones está precisamente en que se realizaron obras sin contrato 
alguno o, lo que es lo mismo, inobservando los mandatos imperativos de la ley, razón por la cual la 
transgresión de ésta no puede traerse ahora como una causa para reclamar.  
 
Admitir lo contrario argumentando la buena fe subjetiva del demandante significaría hacer 
prevalecer el interés individual de éste sobre el interés general que envuelve el mandato imperativo 
de la ley que exige el escrito para perfeccionar el contrato estatal, no debemos olvidar que el 
contrato se rige bajo el principio de la buena fe objetiva que implica la sujeción a todos los principios 
y valores propios del ordenamiento jurídico, tal como atrás se expresó.  
 
Ahora como el asunto que aquí se debate no se encuentra en ninguno de los casos excepcionales que 
esta providencia mencionó, ya que no hay medio probatorio que así lo demuestre, es evidente que 
el reconocimiento del enriquecimiento sin causa no resultaba procedente en este caso. En efecto, no 
aparece probanza alguna que enseñe que la administración constriñó o impuso al contratista la 
ejecución de esas obras adicionales para que ahora con fundamento en esto pueda admitirse el 
enriquecimiento sin causa por quedar comprendida la situación dentro de ese caso excepcional.  
 
Tampoco aparece rastro probatorio alguno que indique que se trata de aquellos otros dos casos de 
excepción en los que está envuelta la protección al derecho a la salud o la urgencia manifiesta con 
las condiciones que esta providencia exige.  
 
En síntesis, como el enriquecimiento sin causa no puede pretenderse para desconocer o eludir 
normas imperativas y como quiera que el Tribunal acogió las pretensiones de la demanda con 
fundamento en un enriquecimiento incausado, sin que ello fuera procedente, la sentencia apelada 
será revocada para en su lugar negar la totalidad de las pretensiones de la demanda.  
 
Finalmente, no se ordenará compulsar copias toda vez que en el expediente aparece que estas fueron 
ordenadas por el Tribunal Administrativo del Tolima al momento de resolver sobre la aprobación del 
acuerdo conciliatorio adelantado entre las partes sobre el tema aquí debatido.  
 



En mérito de lo expuesto la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo 
de Estado, administrando justicia en nombre la de la República de Colombia y por autoridad de la 
ley,  

R E S U E L V E 
PRIMERO: REVOCAR la sentencia apelada y en su lugar NEGAR LA TOTALIDAD DE LAS PRETENSIONES 
de la demanda.  
SEGUNDO: ORDENAR DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.  
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO Presidente HERNAN ANDRADE RINCÓN Magistrado DANILO 
ROJAS BETANCOURTH Magistrado MAURICIO FAJARDO GÓMEZ ENRIQUE GIL BOTERO Magistrado 
OLGA VALLE DE DE LA HOZ Magistrada CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA Magistrado JAIME 
ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA Magistrado Ponente SALVAMENTO DE VOTO DE LA CONSEJERA 

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO” 
 
Atendiendo los casos excepcionales señalados en la providencia que antecede, en el 
presente asunto, se observa que la situación fáctica anotada no cuenta con medio 
probatorio que lo demuestre, así mismo se observa que los hechos narrados, no se 
encuentran contenidos en ninguno de estos casos excepcionales, se tiene entonces que el 
reconocimiento del enriquecimiento sin causa no es procedente, conforme la jurisprudencia 
citada. 
 
Ante la subsanación que presenta la apoderada del demandante, es preciso señalar que 
en los contratos en donde interviene una entidad pública, en este caso el Departamento del 
Tolima, NO es procedente los acuerdos de forma verbal, tal como lo señala en su escrito la 
parte accionante quien manifiesta: “se pacta de forma verbal entre la Secretaria del ambiente y 
gestión del riesgo del Tolima y el señor Alexander Zapata Herrera, donde se realiza el convenio de 
que la secretaria del ambiente y gestión del riesgo del Tolima pagaría (1) UN SALARIO MINIMO 
MENSUAL VIGENTE por el arrendamiento de (1) UN METRO por (1) UN METRO dentro de la caseta y 
(3) TRES METROS por (3) TRES METROS en el lote con el fin de instalar la torre” normativa esta que 

encuentra soporte en el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 23 de 
la Ley 1150 de 2007. 
 
“ARTÍCULO 41º.- Del Perfeccionamiento del Contrato. Los contratos del Estado se perfeccionan 
cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito. 
El art. 23 de la Ley 1150 de 2007, modificó el inciso segundo de éste artículo así: Para la ejecución 
se requerirá de la aprobación de la garantía y de la existencia de las disponibilidades presupuestales 
correspondientes, salvo que se trate de la contratación con recursos de vigencias fiscales futuras de 
conformidad con lo previsto en la ley orgánica del presupuesto. El proponente y el contratista 
deberán acreditar que se encuentran al día en el pago de aportes parafiscales relativos al Sistema 
de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de Compensación Familiar, 
cuando corresponda.” 
 
Razón por la cual no puede tomarse como una consideración valida lo dicho por el 
accionante, por ser contraria a la ley, ni siquiera puede darse por no escrita por no estarlo, 
en atención a que vemos que la apoderada de la parte actora señala que pactaron de forma 
verbal un valor y hasta un incremento. Siendo lo anterior lo que sustenta y/o fundamenta 
las pretensiones y la cuantía de la demanda. 
 

EXCEPCIONES 
 
Inepta demanda por falta de requisitos esenciales que configuren responsabilidad 
alguna. 
 
Se interpone esta excepción, en el sentido de que del texto de la demanda no se puede 
determinar que el apoderado de la parte actora establezca de una forma clara y coherente 
los elementos que se requieren para demostrar la responsabilidad que imputa al ente 
territorial, no se encuentra congruencia entre las pretensiones, los hechos y las pruebas. 

 
Las normas sustantivas que regulan la responsabilidad del Estado, la Jurisprudencia y la 
Doctrina, han señalado la obligación del actor de probar todos y cada uno de los elementos 

https://www.funcionpublica.gov.co/norma.php?i=25678#23


que configuran la RESPONSABILIDAD, dependiendo en todos y cada uno de los casos de 
la causal que se atribuya; no basta entonces con mencionar las responsabilidades sino que 
le asiste el deber de probar ante el juez sus derechos, lo que no ocurre en el presente caso, 
toda vez que, como ya se ha precisado, el Departamento del Tolima, obro conforme las 
reglamentaciones establecidas en la ley de contratación estatal y sus decretos 
reglamentarios. Por lo que solicito se declare probada esta excepción. 
 
Prescripción extintiva del derecho. 
 
En el evento en que se considere que el accionante pueda tener derecho alguno, solicito al 
despacho se declare probada la Prescripción extintiva del derecho, aquí propuesta. 
 
Lo anterior consistente en el fenómeno jurídico en virtud del cual un derecho se adquiere o 
se extingue con el paso del tiempo, de acuerdo con las disposiciones normativas que 
regulan cada situación particular, la prescripción extintiva implica la pérdida del derecho 
como consecuencia de la inactividad del interesado para reclamarlo en el tiempo que 
corresponda, según lo establezca la ley. 
 
Igualmente, se establece que las deudas respaldadas con un contrato se cobran 
judicialmente mediante una acción ejecutiva y su prescripción está regulada por el artículo 
2535 y 2536 del Código Civil. Por lo que solicito se declare probada esta excepción. 
 
Excepción de buena fe. 
 
La buena fe, se identifica, con el actuar real, honesto, probo, correcto, apreciado 
objetivamente, o sea, con determinado estándar de usos sociales y buenas costumbres, no 
hace referencia a la ignorancia o a la inexperiencia, sino a la ausencia de obras 
fraudulentas, de engaño, de reserva mental, astucia o viveza, en fin de una conducta lesiva 
de la buena costumbre que impera en la colectividad, es realidad actuante y no simple 
intención de legalidad y carencia de legitimidad y se equipara a la conducta de quien obra 
con espíritu de justicia y equidad al proceder razonable del comerciante honesto y cumplidor 
(cas. civ. sentencia de 15 de julio de 2008, exp. 68001-3103-006-2002-00196-01). 

 
La buena fe implica que las personas, cuando acuden a concretar sus negocios, deben 
honrar sus obligaciones y, en general, asumir para con los demás una conducta leal y 
plegada a los mandatos de corrección socialmente exigibles. El acatamiento de dichos 
principios implica para el contratante el sentimiento de proceder como lo hace cualquier ser 
humano digno de confianza, que honra su palabra, que actúa conforme a las buenas 
costumbres, que respeta a sus semejantes, que responde con honestidad sus 
compromisos, aviniéndose, incondicionalmente, a reconocer a sus congéneres lo que les 
corresponde. Obrar dentro de esos parámetros es prohijar conductas que han sido erigidas 
como referentes sociales de comportamientos apropiados. Obrar de buena fe es proceder 
con la rectitud debida, con el respeto esperado, es la actitud correcta y desprovista de 
elementos de engaño, de fraude o aprovechamiento de debilidades ajenas. Inclusive, bueno 
es destacarlo, desarrollo de estos parámetros es la regla que impide reclamar amparo a 
partir de la negligencia o descuido propios: ‘[n]emo auditur propriam turpitudinem allegans’” 
(Resaltado en el texto original, cas. civ. sentencia de 9 de agosto de 2007, exp. No. 08001-
31-03-004-2000-00254-01). 
 
Por lo anteriormente expuesto solicito a su señoría se sirva declarar probada la presente 
excepción.  
 
Excepción Genérica. 
 
Desde ya se solicita al juzgador de instancia declarar probada cualquiera otra excepción 
que resultara configurada a lo largo del desarrollo procesal, de conformidad con lo 
establecido por el artículo 187 inciso 2° del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011). 
 

PRUEBAS 
 



Con todo respeto solicito al señor Juez tener como pruebas las documentales aportadas y 
las demás que considere el honorable Juez decretar de oficio. De igual forma, anexo el 
expediente administrativo, conforme el parágrafo primero del artículo 175 del CPACA. 

 
Las presentadas y aportadas por la parte demandante.  

 
ANEXOS 

1.- Poder para actuar. 
 
2.- Los relacionados en el acápite de las pruebas. 
 

NOTIFICACIONES 
 

Al demandante y su apoderado en las direcciones aportadas en el escrito de la demanda y 
al suscrito, en el Edificio de la Gobernación del Tolima ubicado en la Carrera 3 entre calles 
10 y 11 de la Ciudad de Ibagué, Oficina de Asuntos Jurídicos piso 10. Correo electrónico: 
rafael.hernandez@tolima.gov.co y rehb6420@yahoo.com  
 
 
De la Señora Juez 
 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
RAFAEL EDUARDO HERNÁNDEZ BARRERO 
C.C. No. 93.356.654 de Ibagué 
T.P. No. 64.928 del C. S. de la  J. 
 
 

mailto:rafael.hernandez@tolima.gov.co
mailto:rehb6420@yahoo.com










































































- ASAMBLEA DEPARTAMENTAL DEL TOLIMA 

ACTA DE POSESION No. 025 DE 2019 

En lbagué, departamento del Tolima, hoy nueve (09) de diciembre de 2019 

se 	presentó ante la Asamblea Departamental del Tolima el doctor JOSE 

RICARDO OROZCO VALERO con el fin de tomar posesión del cargo de 

GOBERNADOR DEL DEPARTAMENTO DE TOLIMA, para el período 2020-2023. 

Presentó los siguientes documentos: Cédula de ciudadanía 10131430; Credencial 

de Gobernador expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil-formulario 

E27, Certificado de antecedentes penales y requerimientos Judiciales; 

Certificación de Medidas Correctivas; Tarjeta de Reservista; Certificado Ordinario 

de Antecedentes No.137982394 y Especial No.137982376 de 2019 de la 

Procuraduría General de la Nación, Declaración juramentada de Bienes y Rentas; 

Declaración Extraproceso No. 3696-2019 del 09 diciembre de 2019 de no estar 

incurso en ningún tipo de inhabilidad e incompatibilidad para ejercer el cargo y de 

no tener proceso judicial instaurado en su contra por concepto de Alimentos 

rendida ante la Notaria Primera del Círculo de Ibagué; Certificación sobre 

Antecedentes Fiscales expedida por la Contraloría General de la República, 

Formato Unico de Hoja de Vida de la Función Pública, certificado del Consejo 

Superior de la Judicatura No. 463698 en el que consta que su tarjeta profesional 

de abogado se encuentra vigente, certificado de inducción de Alcaldes y 

Gobernadores expedido por la Escuela de Administración Pública. 

El señor Presidente de la Asamblea Departamental del Tolima 	le toma el 
Juramento de rigor y el posesionado jura defender la Constitución y las Leyes de 

la República y desempeñar fielmente los deberes del cargo de Gobernador del 

Departamento del Tolima, a partir del primero (1°.) de enero de 2020. 

En constancia firman, 

LIAN F RNANDO GOME ROJAS JOS RICARDO ORO O ALERO 
P esidente 	

Pos sionado 
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( 15 ENE 212 
"POR MEDIO DEL CUAL SE DELEGAN UNAS FUNC ONES ADMINISTRATIVAS 

e INVISTE DE FACULTADES DE`GOB RNADOR" 

, 
EL GOBERNADOR DEL DEPRATAMENTO a EL TOLIM A 

En uso de sus atribuciones Constitudonales Ilegalfsi'.1n especiales las conferidas por 

los artICulos 211,303 1 305 de la Constliucklin,Pollticaf.ar. culo 95 del Decreto 1222 de 
1986 y articulo 9 de la ley 489 de 1998 	r l  

CONSIDEESAN99:1 

Que el numeral 19 del articulo 95 del Decreto 1222 ENE:1 

":: 

De los Gobernadores, entre otras, las sgulanteziii:Elpe 

para la buena marcha de las oficinas administra tIviv 

El Articulo 9 de la Ley 489 de 1998 dispone; "Las autorld 

lo dispuesto en la Constitución politica y de conformi 

mediante acto de delegación, transferir el ejercicio de 

otras autoridades con funciones afines o complementarla 

Que según los articulos 34 y 35 del Decreto Departamen 

cual se fija la estructura Departamental, es misión del 

Asuntos luridicos representar al Departamento en 

administrativas; y defender oportuna y eficazmente los i 

-cada una de fas actuaciones en que sea parte yen las q 
legal debe actuar. 

6 establece como atribución 

reglamentos y dictar órdenes 

• 

es administrativas, en virtud de 
d con la presente Ley, podrán 

clones a sus colaboradores o a 

1369de Julio 06 de 2.001, por el 

epartarnento Administrativo de 

e las instancias judiciales y 

tereses de la entidad en codas y 

e por mandato constitucional o 

Que de conformidad con las disposiciones legales 
administrativa y contenciosa administrativa, en concilia 

admiten la actuación en dichas audiencias directamente 

legales o por medio de apoderado con facultad expresa 

existe prohibición alguna para delegar la representadór  
Gobernación del Tolima en el Director del Departame  
luridicos en materia de conciliaciones, y demás mecanis 
conflictos. 

e reglamenta la conciliación 
Iones prejudicial y extrajudicial, 

a través de sus representantes 

ara conciliar, Pór tal motivo no 

del Departamento del Tolima-

ito Administrativo de Asuntos 

nos alternativos de soluenn de 

Que el articulo 23 de la ley 446 de 1998, establece !a notif  
así: "... En los asuntos del orden Nacional que se tramite 

de la entidad demandada, la notificación a los represen 

conducto del correspondiente funcionario de mayor Cat 

que desempeñe funciones a nivel secciona) o, en su defe 

ación de las Entidades Públicas, 

en lugar diferente al de la sede 

entes legales debe hacerse por 

oda de la entidad demandada 

o, por medio del Gobernador o 

"UNIDOS POR LA GRANDEZA DEL TO IMA" 



00  

del alcalde correspondiente .."(negrilla es nuestra)i
,IR :n 

Señor Gobernador del Departamento del 	
ferti 

Director del Departamento Administrativa de AsUnto 
	r(Clic 

• 

Que para el eficiente cumplimiento de esta atribución, se 

directos del Departamento Administrativo de Asuntos 
notificaciones personales, por aviso de todas actuaciones a• 

corno representante legal del Departamento el Tolima

atender el suscrito Gobernador; así. 
 como, asIstencb, re 

Sas audiencias de pacto de cuMplimiento dentro de, le4'4 

parte le entidad; con facultad para formular
ilpropr,  

pacto, cuando las circunstancias la amerken.ii ara 

representación, participar y presentar proPVIi81:13,e1. 

comité de conciliaciones de la entidad, denwo.de i  
en procesos judiciales o administrativos dondeila entd 

demandada y, en las que por diSposicIón legal 

Representante Legal del Departamento. 

Que el articulo 27 de Ley 472 de 1998, establece que par 

cumplimiento, para la Intervención del Ministerio Ptiblico 

velar por el derecho o Interés colectivo serd obligatort 

Legal, por tal motivo, se hace necesario .Investir 
Representante del Departarnento del Tollma al Director 

de Asuntos Jurídicos, para asistir, representar, participa 

cumplimiento y 
obligar al Ente Territorial y las misma 

comités de verificación. 

Que en merito de lo expuesto, 

ti 5 EE 2012 

stro caso le corresponde al 

te, delegada también en el 

s. 

hace necesario delegar en el 

Idicos, le función de recibir 

InIstrativas y/o judiciales que 

-obernacIón del Tolima debe 

estación y la de participar en 

iones populares en la que sea 

establecer una propuesta de 

—11, facultad de asistencia, 

cliiación, previo concepto del 

cías de conciliación convocadal 

territorial sea demandante o 

be acudir personalmente el 

a audiencia especial de pacto de 

de la entidad responsable debe 

la asistencia del Representante 

facultades de Gobernador y 

el Departamento Administrativo 
formular propuestas de pacto de 

facultades e investidura en los 

DECRETA: 

ARTICULO PRIMERO: DELEGAR en el Director del 

Asuntos Juridicos del DCp3r19111t0t0 del Tolim 

participación en las audiencias de conciliación pr 
de  w

ejudi 

la facultad de participar y presentar propues  

de conciliaciones de la entidad dentro de las audlen 

las que por disposición legal deba adudir perSOn 

Departamento, y en audiencia de padto 
	cumplifini 

de grupo y de risas audiencias Judiciales, cOnstItU don 

ARTICULO SEGUNDO: DELEGAR,. En 	Direelor-d En 

personales, por av 
Departamento del 'Colima- Gooernación del Tolirna, 

para defender y las notificaciones como agente d 

parte motiva. 
ARTICULO TERCERD: DELEGAR En el Director d 

Asuntos Juridicos del Departamento del Tolima le 

o 
extrajudicialmente a esta entidad territorial por  

Departamento Administrativo de 

la Representación, asistencia, 

I, extra judicial y judicial se delega 

ibació n, previo concepto del comité 

•s de conciliación convocadas y, en 

ente el Representante Legal del 

to, y la correspondiente ala acción 

5, y administrativas. 
Departamento Administrativo de 

iones de recibir notificaciones 
del Tolirne;: 

todas.so de 	
las actuaciones admin Untes y/a judiciales en las cuales e Asuntos Jurídicos delp 

a parte o tenga interés en su favor o 

I Gobierno Nacional. Conforme  

I Departamento Administrativo de 

e Representar judicial, administrativa 

o 
a través de apoderados especiales 

"UNIDOS POR lts. GRANDEZA El TOLIMA
- 
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0 5 PF 2012  
nstituido para el efecto, para 

me la defensa de la misma y 

mandatarios por medio del 

mediando el correspondiente poder especial exoresmente i 

lo oval contara con todas las facultades necesaria parta 

para determinar las facultades conferidas a los r ..sPecliv 
... 	. 

poder. 

ARTICULO CUARTO: INVESTIR con facultades de gobernad 

del Departamento del Tolima, al Director del Departame 

Jurídicos, para asistir, representar, participar, formol 

cumplimiento y obligar al ente territorial con amplias:fanilt  

de pacto o abstenerse de hacerlo de acuerdo eón las,'Sorre 

Departamento en cada caso en la audiencia especial le pe 

en el articulo 27 de la ley 472 de 1998, y normaiquetlyrafo 

investiga para participar como representara -d 'DP 

verificación a los que sea convocado el Gobemadpr . Gel  

acciones. 

ARTICULO QUINTO: El delegatario deberá rendir in o 

requerido para efecto, por el suscrito Gobernador. 

ARTICULO SEXTO: El presente Decreto rige a partir de la e 

demás actos administrativos que le sean contrarias en esp 

Febrert de 2002, 

r dei Tolima y representante 

o Administrativo de Asuraos 

propuestas de pacto de 

es para proponer propuestas 

sendas que tiene atribuidas al 

de cumplimiento establecida 

Men, así mismo, se le faculta e 

Cemento en los comités de 

Mima dentro de las mismas 

Sobre su gestión cuando sea 

a de expedición, y dercea los 

lal del Decreto 0125 del 14 de 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y ÚMPLASE 

2 
LUI CARL 

Golérnád 

"UNIDOS POR LA GRANDEZA DELT 

• S Di 	•the 

del Tolima 
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República de Colombia 
Departamento del Tolima 

Gobernación 

DECRETO No. 	01 

O 1 ENE 2020 
"Por medio del cual se hacen unos nombramientos en la planta global de empleos de la 

Administración Central Departamental" 

-EL GOBERNADOR DEL DEPARTAMENTO DEL TOLIMA 
En uso de sus atribuciones conferidas por los Artículos 303 y 305 de la Constitución Nacional 

y en especial el Artículo 95 del Decreto Legislativo 1222 de 1986 y 648 de 2017 

DECRETA: 

ARTÍCULO PRIMERO: 	Nombrar dentro de la planta global de empleos de la 
Administración Central Departamental a las siguientes personas: 

SANTIAGO BARRETO TRIANA, con cédula de ciudadanía 
1.110.490.280, como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO 
GENERAL Y DE APOYO A LA GESTION. 

MARIA DEL CARMEN MUÑOZ, con cédula de ciudadanía No. 
65.768.910 como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL. 
DIRECTIVO, CÓDIGO 020, GRADO 04, SECRETARIA DE 
HACIENDA 

ALEXANDER TOVAR GONZÁLEZ, con cédula de ciudadanía 
93.387.300 como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO DEL 
INTERIOR. 

FREDY TORRES CERQUERA, con cédula de ciudadanía 
93.389.237 como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO DE 
AMBIENTE Y GESTIÓN DEL RIESGO 

O 1 

BEATRIZ VALENCIA GOMEZ, con cédula de ciudadanía 
28.817.217, como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIA DE 
DESARROLLO AGROPECUARIO Y PRODUCCION 
ALIMENTARIA. 

JULIAN FERNANDO GOMEZ ROJAS, con cédula de 
ciudadanía 93.404.734 como SECRETARIO DE DESPACHO, 
NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO 
DE EDUCACION Y CULTURA. 

• 
JORGE LUCIANO BOLIVAR TORRES, con cédula de 
ciudadanía No. 93.393.638 como SECRETARIO DE 
DESPACHO, NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, 
SECRETARIO DE INCLUSION SOCIAL POBLACIONAL. 

SANDRA LILIANA GARCIA COBAS, con cédula de ciudadanía 
No. 30.395.980, como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIA DE 
INFRAESTRUCTURA Y HÁBITAT. 

"El Tolima nos une" 
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P' vEDA, con cédula de ciudadanía No. 

14.395.600 como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO DE 
PLANEACION Y TIC. 

DELCY ESPERANZA ISAZA BUENAVENTURA, con cédula de 
ciudadanía No. 65.808.881, como SECRETARIO DE 
DESPACHO, NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, 
SECRETARIA DE LA MUJER. 

ERIKA MARIA RAMOS DÁVILA, con cédula de ciudadanía 
No.1.110.453.438, como SECRETARIO DE DESPACHO, 
NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIA 
DE DESARROLLO ECONOMICO. 

ADRIANA ALEXANDRA MÁRQUEZ RAMÍREZ, con cédula de 
ciudadanía No.52.087.751, como SECRETARIO DE 
DESPACHO, NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, 
SECRETARIA DE SALUD. 

NIDIA YURANY PRIETO ARANGO, con cédula de ciudadanía 
No.28.539.762, como DIRECTOR DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO, NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 055, GRADO 
DE 	REMUNERACION 	03, 	DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE ASUNTOS JURÍDICOS. 

CARLOS ALBERTO BARRERO PRADA, con cédula de 
ciudadanía 	No. 	93.128.012, 	como 	DIRECTOR 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO, NIVEL DIRECTIVO, 
CODIGO 055, GRADO DE REMUNERACION 03, 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE. 

Los funcionarios nombrados en el presente acto administrativo, 
deberán dar cumplimiento a lo ordenado en la Ley 951 de 2005 
y además deberán declarar que no se encuentran incursos en 
causal de inhabilidad e incompatibilidad alguna. 

Remitir copia a la Secretaría Administrativa, Dirección de Talento 
Humano, para lo pertinente. 

It 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dado en Ibagué, a 

4r 	11.  

$7. 
 
. 

Elaboró:Myr la E. 

rdllikró :-C/Documentos/Decretos 

JOSE CARDO ORO,  CC//ALERO 
Gobernador del Tolima 
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CONSTANCIA SE FIRMA: 

RMA DE QUIN POSESIONA FIRMA DEL POSESIONADO 
• 

ACTA DE POSESIÓN 

ENOR (114) 	N,J).  
ACHO DEL. 1rs"4a C1  HOY 	 

EL FIN DEIDMAR POSESIÓN DEL. CARGO 

e,  __D) .1/e6 vC) 

SE PRESENTO AL 

02,72  

VD 

SIGNACI N MEN UAL DE  	 P RA EL CUAL FUE 

	

I ,D  v7 o (1-- ~ d Icivi 	flezire ) ,0 POI  

ECHA  ói o 	-eU(12,n) l-)-e.-- 	2.1)  

MENTADO EN FORMA LEGAL - PROMETIO CUMPLIR BIEN CON LOS DEBERES DEL CAR O Y 

SENTO C. DE C. No 29-5.59 'TZ 2-  DE 	 LIBRETA MILITAR No 	  

TIFICADO JUDICIAL No. 	 DEL DAS DE 	  DE FECHA 	  

TIFICADO DE ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS, PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN No 	 

	

FECHA 	  

LO PROFESIONAL 

UNIVERSIDAD 	  

LO DE POST-GRADO DE 	  

LA UNIVERSIDAD DE 	  

SENTO 	  



P 2900100-63097081-F-0028539702-20011127 	03191013301 01 122107834 

05-AGO-1983 FECHA DE NACIMIENTO 

!BAGUE 
(TOLIMA) 
LUGAR DE NACIMIENTO 

1 

REPÚBLICA DE COLOIVSIDI 
IDENTIFICACION PERSONAL 

CEDULA DL.. ClUDADANIA 

NUMERO 2853Q762 

PRIETO ARANGO 
APELLIDOS 

1.65 	0+ 
ESTATURA 	G.S. RH 

07-SEP-2001 IBAGUE 
FECHA Y LUGAR DE EXPEDICION 

IdPIA YURANY 
inibmer.Es 

IND CE DERECHO 

F 
SEXO 

REGIST DOR ACIONAL 
(VAN DUQUE ESCOBAR 



148559 	20/02/2008 07/12/2006 
"'arbole No. 	 Feche clio 	

Godo de Expedido° 
NIDIA YURANY 
PRIETO ARME«) 
28539762 	 TOLIMA 
Cacheis 	 Corroe° Secciona 

bitStr°TA  

~Lerdo Coma* Suporkst 
da la Judicatura 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
247910 	RAMA JUDICIAL 

CONSEJO SUPERIOR DE L.A JUDICATURA 

TARJETA PROFESIONAL DE ABOGADO 

11,2001,0005437 

070539 

ESTA TARJETA ES DOCUMENTO PUBLICO 
Y SE EXPIDE DE CONFORMIDAD CON LA 
LEY 270 DE 1996, EL DECRETO 196 DE 1971 
Y EL ACUERDO 180 DE 1996. 

SI ESTA TARJETA ES ENCONTRADA, POR 
FAVOR, ENVIARLA AL CONSEJO SUPERIOR 
DE LA JUDICATURA, UNIDAD DE REGISTRO 
NACIONAL DE ABOGADOS. 
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